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La autonomía municipal, mitificada por los
analistas institucionales y relativizada en la prácti-
ca de las relaciones locales con la Administracio-
nes autonómica y General del Estado, tiene la re-
ferencia complementaria de las relaciones inter-
municipales, ámbito en que la limitada dinámica
local puede tener opciones alternativas para eludir
los condicionantes que provienen de un marco ins-
titucional en el que la descentralización autonómi-
ca no se ha proyectado aún en el ámbito local.
El profesor Sánchez Blanco realiza en esta mo-
nografía un exhaustivo tratamiento de la organiza-
ción intermunicipal, que distingue de las relacio-
nes intermunicipales, singularizadas en mancomu-
nidades y acuerdos convencionales, en las que
aprecia factores de instrumentalización de las Ad-
ministraciones autonómicas y un resultado que se
proyecta en el territorio de forma anárquica, y en la
que aprecia el componente institucional de articu-
lar la Administración local, con la estructura pro-
vincial en la que tienen que converger la Adminis-
tración autonómica y la periférica del Estado.
La monografía se inicia con la consideración
de las implicaciones institucionales de la Admi-
nistración local para la coherencia del sistema
democrático y, previo análisis  de los textos co-
munitario sobre la gobernanza europea y de los
preceptos de la Carta Europea de la Autonomía
Local, aprecia las incoherencia del sistema local
español, sintetizado en la reserva del Estado Es-
pañol al artículo 3 de la Carta, como consecuen-
cia del sistema de elección indirecta de los dipu-
tados provinciales en las Diputaciones calificadas
como de régimen común, incoherencia de la que
se marginan las Diputaciones Forales y los Cabil-
dos y Consejos Insulares.
En el análisis del régimen de las Diputaciones
de régimen común aprecia una disfunción com-
plementaria: la referencia de las circunscripciones
territoriales para la elección indirecta de los dipu-
tados provinciales, vinculada a la estructura terri-
torial de los Partidos Judiciales, cuya configura-
ción espacial ofrece en muchas Comunidades Au-
tónomas un diseño difícil de comprender desde la
dinámica socioeconómica e institucional intermu-
nicipal, histórica y actualmente, marcada por la
operatividad de las comarcas o de las áreas me-
tropolitanas, como realidades marcadas por feha-
cientes datos geográficos, económicos, sociales…
con los que también tendría que concordar la or-
ganización judicial en su proyección territorial.
La consideración de la realidad comarcal y me-
tropolitana es objeto de particular atención por el
profesor Sánchez Blanco; aprecia la correlativa
funcionalidad de ambas figuras, el adecuado mar-
co que la Legislación Básica de Régimen Local
ofrece para su desarrollo y las perturbaciones que,
algunas Comunidades Autónomas, presentan en
su asimilación -con el extremo del Estatuto de
Autonomía de Andalucía que agrega la exigencia
sobre la Ley Básica de Régimen Local de requerir
la conformidad de los Ayuntamientos afectados- y
que coexisten con la coherente vertebración que
realiza Cataluña, con su histórica atención a su
estructura comarcal, y la reciente  comarcalización
de Aragón, modelos intermunicipales que tiene
complemento en las comarcas de Cantabria, y que
coexisten con el modelo de Galicia, caracterizado
por la integración en los órganos comarcales de
representaciones autonómicas junto a las locales.
Los desarrollos autonómicos comarcales pre-
sentan la singularidad de no cerrar la estructura
territorial autonómica con la formación de las co-
rrelativas Áreas Metropolitanas: en Cataluña, por
la controvertida disolución de la preexistente Área
Metropolitana de Zaragoza y su transformación
en tres Entidades de servicios; en el País Vasco,
por la carencia de sustitución de la estructura ins-
titucional del Gran Bilbao,  en Aragón, por la ca-
rencia de diseño para el Área Metropolitana de
Zaragoza, Situación de la que, de hecho, se mar-
gina la Comunidad Autónoma de Madrid que, por
si misma formaliza la existencia de la más creati-
va y dinámica Área Metropolitana del Estado.
La desatención de la Ley de Modernización del
Gobierno Local a la relaciones intermunicipales
tiene secuencia en el análisis que la monografía
realiza del Libro Blanco del Gobierno Local, en
cuyos contenidos, el profesor Sánchez Blanco,
aprecia una coherente evaluación de la problemá-
tica institucional de la Administración Local y
una esperanzadora atención -en la subyacente re-
forma del régimen local que contiene- a la nece-
saria integración institucional de la organización
intermunicipal, como respuesta funcional a las
necesidades de unos ciudadanos que han dejado
de tener la exclusiva referencia de una vecindad
municipal para ser vecinos de una realidad so-
cioeconómica intermunicipal, en la que distribu-
yen sus tiempos de trabajo, ocio y descanso, sin
reparar en los limites municipales sobre los que
realizan sus tránsitos diarios.
La necesaria respuesta en infraestructuras y
servicios, comarcales o metropolitanos, a los ciu-
dadanos que, en su quehacer diario transitan entre
varios municipios, requiere, conforme se expresa
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el profesor Sánchez Blanco, que la legislación
básica local configure las estructuras representati-
vas provinciales con referencia en las estructuras
territoriales locales —comarcales o metropolita-
nas— y con la lógica adecuación a estas estructu-
ras intermunicipales de los Partidos Judiciales,
opción institucional, que contribuiría a evitar la
paradójica desviación a la insularidad de los mu-
nicipios de las Diputaciones de régimen común, a
conferir la necesaria funcionalidad a la estructura
institucional de la representación local provincial
y a retirar la reserva del Estado Español al artícu-
lo 3 de la Carta Europea de la Autonomía Local.
                Pedro SÁNCHEZ GARCÍA
JOUVE, Bernard, Cuestiones sobre go-
bernanza urbana. Traducción y edi-
ción de José Manuel Rodríguez Ál-
varez. Estudis 19. Fundació Carles Pi
i Sunyer. Barcelona. 2005. 169 pági-
nas.
En esta obra, pequeña de tamaño pero de una
gran calidad y profundidad, JOUVE no intenta pre-
sentarnos una nueva perspectiva general de la go-
bernanza, sino clarificar su contenido, los oríge-
nes analíticos del término y sus límites. Su obje-
tivo último es trazar la génesis de la noción de
gobernanza urbana. Centrándose en establecer un
estado de la cuestión en una parte de la literatura
de las ciencias sociales que, desde hace varios
años, utiliza este término para analizar la trans-
formación de la política en el medio urbano. Al
hacerlo, se puede ver que un buen número de tra-
bajos científicos que utilizan la gobernanza urba-
na contienen más o menos explícitamente cierta
referencia a políticas urbanas derivadas de nor-
mas colectivas negociadas adaptadas a su territo-
rio de aplicación, a diferencia, del modelo en el
que el nivel estatal era omnipotente e imponía sus
políticas a los actores locales.
Una de las  razones del éxito de esta noción1,
de la que todo el mundo está de acuerdo en reco-
nocer que debe ser completada, es su carácter po-
lisémico. En efecto, sirve para designar una trans-
formación de los marcos y del contenido de las
políticas urbanas, transformación que se produce
en el marco de la globalización, de la recomposi-
ción de las relaciones entre el Estado y las entida-
des locales, de un mayor respeto por la democra-
cia local… También permite a personas de países
diferentes, de lenguas diferentes, con diferentes
referencias, pensar que hablan de la misma cosa.
Es además un medio de decir que lo que ocurre
ahora no es idéntico a lo que ocurría ayer. Sin ol-
vidarnos de la perspectiva resueltamente interdis-
ciplinar en la que se inscribe.
Aunque no esta tampoco exenta de críticas, de-
bido según JOUVE a la utilización demasiado nor-
mativa que de ella hacen algunos autores y a tres
mitos que la acompañan: que esta noción
esconde un proyecto neoliberal y que supone el fin
o la negación de la política, así como una visión
necesaria de la historia, al término de la cual la lle-
gada de la gobernanza sería inevitable (p. 139).
El libro esta dividido en cuatro partes, en la pri-
mera parte JOUVE aborda la gobernanza tal y como
ha sido generada por la literatura referente a la
globalización y por los economistas que se intere-
san a la vez por la evolución del capitalismo mo-
derno y por los nuevos modos de producción pos-
tfordistas y, la llamada economía institucional2.
El tema de la globalización3 de las relaciones
económicas se ha convertido desde hace varios
años en objeto de controversia en varias discipli-
nas de las ciencias sociales4, pero a pesar del im-
presionante número de publicaciones sobre el
tema son pocas las obras que han tratado de en-
cuadrarlo en una perspectiva general. Pudiendo
clasificarse el conjunto de escritos sobre la cues-
1 Que llega a Europa a mediados de los años noventa, desde los Estados Unidos pasando por la Inglaterra Thatcheriana.
2 Uno de los aspectos interesantes de esta perspectiva es el acercamiento disciplinario entre la ciencia económica, la
ciencia política, la sociología y la geografía en el tratamiento de la cuestión de la coordinación.
3 Según JOUVE existen  tres corrientes de pensamiento que abordan de forma diferente la cuestión de la originalidad
de la globalización: a)los que creen que ha existido siempre, pero que sus efectos se han reforzado con el tiempo; b)
los que opinan que se trata de un proceso que ha experimentado un desarrollo acelerado estos últimos años, pero que
estructuralmente está vinculado a la modernización de las sociedades occidentales y al desarrollo del capitalismo y;
c) los que la vinculan  al proceso de transición postfordista y a la transformación del capitalismo.
4 Ésta ha sido una de las razones de su éxito.
5 En esta corriente se encuentran tanto los defensores del neoliberalismo como neomarxistas compartiendo la misma
constatación sobre la dependencia de la política con respecto al ámbito económico.
6 Defienden la tesis de que nada ha cambiado y que la globalización no es más que un mito.




tión en tres corrientes de pensamiento: hi-perglo-
balizadores5, escépticos6 y transformacionalistas7.
Existen numerosos trabajos sobre la gobernanza
urbana que se alimentan implícitamente de estas
corrientes.
La economía institucional8, y sobre todo la te-
sis del postfordismo9, presentan un impacto direc-
to sobre los escritos que tratan de la gobernanza
urbana, al tener como objeto de observación las
recomposiciones actuales de la política y de los
territorios. El Estado deja de ser la única instan-
cia de integración y coordinación de las institu-
ciones y los actores, reemplazándolo en estas
funciones por las ciudades, debido al lugar que
ocupan en el nuevo panorama institucional y eco-
nómico.
Lo que terminan mostrando los textos y así nos
lo señala JOUVE es que: «no sólo las ciudades se
beneficiarían de la recomposición de los Estados
modernos para emerger como actores colectivos
en la escena internacional, sino que además las
modalidades concretas del ejercicio de la políti-
ca serían las opuestas al modelo que M. Weber
asociaba al Estado: la dominación a través del
uso exclusivo de la violencia legítima en un terri-
torio como medio de agregación, desaparece en
beneficio de una forma de política que se basa en
el proyecto colectivo, en la coincidencia de obje-
tivos comunes, en una visión idéntica para el fu-
turo de la ciudad, un verdadero proyecto de so-
ciedad urbana» (p. 52).
En la segunda parte, JOUVE hace un balance de
la literatura referente a la gobernanza urbana des-
de un ángulo más político, señalando las dificul-
tades de la exportación de esta noción creada por
los economistas a la esfera de la política. Esto se
advierte, en opinión del autor, en la imprecisión
de las definiciones y en los postulados de nume-
rosos trabajos que no ofrecen una imagen muy
coherente y estructurada de la gobernanza urbana.
Se confunde a menudo con formas de organiza-
ción política clásicas, como la democracia parti-
cipativa o la democracia liberal10. Además de
convertirse en algunos casos en una ideología uti-
lizada por los electos y cuadros administrativos
locales, como parte de un ejercicio elitista del
poder urbano.
Sin embargo, no hay que olvidar el rigor de los
trabajos dedicados a las configuraciones institu-
cionales particulares que son las redes y las co-
munidades de políticas públicas. Centrándose
mayoritariamente las investigaciones sobre la no-
ción de gobernanza, en este campo, en la cuestión
de la permanencia o de la estabilidad de las redes
de políticas públicas, echándose en falta en Euro-
pa11 un número mayor de trabajos que establez-
can un vínculo explícito entre red de política pú-
blica y el contenido de esas políticas.
No hay que olvidar que los trabajos desarrolla-
dos, en primer lugar por los autores norteameri-
canos, sobre gobernanza son ricos en aportacio-
nes analíticas que plantean claramente la relación
entre lo global y lo local, adoptando una nueva
perspectiva de la legitimidad política en el go-
bierno de las ciudades. La gobernanza urbana ha
servido para completar los esquemas de análisis
utilizados, hasta comienzos de los noventa, para
entender y formalizar el ejercicio del poder urba-
no en las sociedades modernas12. Las políticas ur-
banas se interpretan por los distintos autores (J.
Logan13, H. Molotch, C. Stone14, A. Harding y S.
Helking) como el producto de tres variables: la
evolución del capitalismo moderno, la evolución
8 La economía institucional se plantea la eficacia de los medios de coordinación alternativos situados entre las dos
grandes modalidades consideradas cardinales por la economía neoclásica:el mercado o el Estado.
9 Los defensores del postfordismo se interesan por la reconfiguración de las relaciones de producción y por las trans-
formaciones de las modalidades de regulación de esas relaciones en el seno de Estados que ya no disponen del mo-
nopolio sobre la materia.
10 Un ejemplo de ello se puede ver en la definición de gobernanza que hace F. ANSCHER en Métapolis ou l’avenir des
villes.
11 Esta cuestión ha sido muy desarrollada, desde hace tiempo, en la literatura norteamericana.
12 Ha servido para que los programas de investigación se desmarquen  de las tres grandes corrientes de pensamiento
utilizadas para analizar las políticas urbanas (la escuela elitista, la escuela pluralista y la marxista) y permite además
plantear el marco de una comprensión comparativa del poder urbano.
13 Los trabajos de J. LOGAN y H. MOLOTCH sobre las coaliciones de crecimiento se inspiran en las teorías elitistas. La
noción de coalición de crecimiento ha servido para vincular el ejercicio del poder local al entorno económico de las
entidades locales pero la poca importancia que concede a la política, a los conflictos entre grupos localizados, ha sido
fuente de críticas.
14 C. STONE en su obra Regime Politics (1989) propuso una nueva tipología de los regímenes urbanos, que no aporta-
ba una verdadera diferencia con respecto a trabajos anteriores. Para él en Estados Unidos existían tres tipos de regí-
menes urbanos: corporatista, conservador y progresista.
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de los sistemas institucionales nacionales y las
relaciones políticas entre los grupos sociales en el
interior de una ciudad; siendo distinto el peso
conferido a cada una de ellas en función  de la
perspectiva de análisis utilizado15. El mayor inte-
rés de estos trabajos sobre las coaliciones de cre-
cimiento16 y más tarde sobre los regímenes urba-
nos17 es precisamente el de tratar de vincular es-
tas distintas dimensiones.
En la cuarta parte de la obra JOUVE nos propo-
ne algunas pistas de investigación que, en su opi-
nión, constituyen ángulos muertos y que se refie-
ren a la reciente transformación de las relaciones
entre instituciones públicas y empresas privadas
en el gobierno de las ciudades.
La primera cuestión que cree necesario que se
aborde es el papel del Estado en las políticas ur-
banas contemporáneas especialmente en las polí-
ticas de desarrollo económico. En su opinión,
para responder a la cuestión del vínculo entre
modos de gobernanza/ competitividad y cohesión
social, será ciertamente indispensable integrar en
el esquema explicativo uno de los grandes actores
que, en un buen numero de trabajos sobre la go-
bernanza urbana, esta sumamente ausente: el Es-
tado. Se puede, en efecto, considerar que todo
análisis de la relación entre modos de gobernan-
za metropolitana, competitividad y cohesión so-
cial de las aglomeraciones no puede prescindir de
tomar en consideración las transferencias presu-
puestarias de los Estados a las ciudades.
El segundo punto a tratar es la posibilidad de
que los poderes públicos se comprometan en una
dinámica colectiva que integre a las instituciones
y actores en coaliciones que asocien intereses pri-
vados y públicos. La construcción de una coali-
ción ampliada con los actores privados y sus ins-
tancias representativas continúa siendo una hipó-
tesis de trabajo que aún debe ser validada empí-
ricamente porque choca con una tendencia muy
clara a la fragmentación política18 y económica en
el gobierno de las ciudades.
La tercera pista de reflexión es la tensión
existente en las ciudades europeas entre cambios
en la forma de las políticas y la estabilidad de
los productos de la acción pública. La acción
pública urbana contemporánea es negociada,
asociativa, integradora de diversos niveles de
decisión, pragmática  y abierta a la sociedad ci-
vil; es cierto por tanto que la naturaleza y la
estructuración de las relaciones evolucionan,
pero no ocurre lo mismo con el contenido de las
decisiones adoptadas.
Finalmente, plantea el análisis del vínculo
existente entre las diferentes formas de gobernan-
za que conocen las ciudades y las condiciones
sociopolíticas e institucionales que son explicati-
vas de estas formas. Para ello nos presenta los
cinco grandes tipos de configuración institucional
o modos de gobernanza que pueden identificarse
en las metrópolis de Europa Occidental analizan-
do las condiciones sociopolíticas, económicas e
institucionales que las han hecho posible.
En esta obra tal y como indica RODRÍGUEZ en
su presentación, JOUVE deconstruye y reconstruye
de una manera magistral la noción de gobernan-
za, dejando al descubierto todos los equívocos,
manipulaciones inexactitudes y frivolidades que
se han producido en torno a este concepto. Y lo
hace con un rigor y precisión sólo posible en un
intelectual de su categoría.
Por último, señalar que estoy segura de que
este libro se convertirá en una obra de necesaria
referencia para todas las personas interesadas en
temas urbanos por su calidad conceptual y la pro-
fundidad de su análisis, además de por la adecua-
da organización semántica  de los materiales uti-
lizados, apoyada en el extenso dominio que el
autor tiene de las fuentes y de las categorías cien-
tíficas utilizadas.
Carmen PINEDA NEBOT
15 Los defensores de una lectura elitista y pluralista entendían las políticas urbanas como productos sujetos a las lu-
chas de influencias que estructuran internamente las comunidades locales, en cambio los marxistas interpretan esas
mismas políticas como respuestas a una funcionalidad específica  en la acumulación del capital.
16 Este esquema de análisis ha sido criticado sobre todo por la poca importancia que concede a la política, a los con-
flictos entre grupos sociales localizados.
17 El problema de la literatura sobre los regímenes urbanos es que no tiene en cuenta suficientemente tanto el papel
del Estado como el de los partidos políticos en la creación y consolidación de las coaliciones locales.
18 Este punto es el más conocido y tratado, especialmente por los trabajos de C. LEFÈVRE sobre la fragmentación




ARIAS APARICIO, Flor, Régimen sancio-
nador en materia de productos fito-
sanitarios en la Ley de Sanidad
Vegetal, Thomson-Civitas-Aepla,
Cizur Menor (Navarra), 2006, 176
páginas.
I.
Se atribuye a O. WILDE, patrón de las citas
perdidas, la afirmación de que «lo que es perfec-
to en su género, lo trasciende». Sería exagerado
decir que esta primera monografía publicada por
la Dra. ARIAS APARICIO es perfecta. Pero lo cier-
to es que es un ejemplo magnífico de lo que la
frase arriba transcrita pretende expresar.
Según revela en el Prólogo J. I. CADAHÍA BIE-
LZA, Director General de la Asociación Empresa-
rial para la Protección de las Plantas (AEPLA), la
presente publicación trae causa del informe que
su autora realizó, en nombre de esta asociación, y
a solicitud del entonces Secretario General de
Agricultura, sobre el régimen sancionador conte-
nido en el título IV de la Ley 43/2002, de 20 de
noviembre, de Sanidad Vegetal (LSV), poco des-
pués de su publicación. Eso es lo que expresa el
título y eso es lo que el comprador de este libro
encontrará en él: una exposición del régimen san-
cionador contenido en la Ley de Sanidad Vegetal,
explicando, en concreto, su repercusión y su apli-
cación en el sector de los productos fitosanitarios.
Y si de un informe debía tratarse, de un informe,
en efecto, se trata. Pero es evidente que no es eso
lo único que encierra este libro. Como habrá oca-
sión de ver más detenidamente, el método em-
pleado por la autora consiste en aplicarse, esen-
cialmente, al estudio concienzudo y pormenoriza-
do de cada una de las infracciones y sanciones
que la nueva Ley prevé y que puedan tener rela-
ción, de una u otra forma, con los productos fito-
sanitarios. Pero a partir de aquí, y mediante las
relaciones que se ponen de relieve con los demás
títulos de la LSV, con el resto de normas puniti-
vas del ordenamiento español —tanto administra-
tivas como penales— y con el resto de disposi-
ciones del propio título IV LSV, la autora ofrece
una visión general de todo el sistema sancionador
español, dando lugar a una exposición completa,
sencilla y accesible.
De este modo, y por el mismo precio, el lector
también encuentra, sin salir nunca de los límites
del ámbito sectorial —productos fitosanitarios—
al que este informe debía ceñirse, los principios
fundamentales del sistema punitivo español. El
resultado es un libro rigurosamente jurídico, pero
con un público potencialmente desdoblado: a los
lectores de formación agronómica y agroeconó-
mica, conocedores del sector fitosanitario, les
permitirá un acceso cómodo al siempre árido te-
rreno de la regulación jurídica, en este caso san-
cionadora; a los lectores de formación jurídica
nos permite salir de nuestra «parte general», fran-
queándonos la entrada a la «parte especial» que
supone el sector fitosanitario.
Debe remarcarse que la autora contaba para
esta tarea con un excepcional bagaje de conoci-
mientos en materia fitosanitaria, como acredita su
tesis doctoral en Derecho Administrativo sobre el
régimen jurídico de la sanidad vegetal. Se entien-
de ahora cuanto decíamos al principio de que la
presente monografía, a pesar de su vocación emi-
nentemente práctica, consigue elevarse mucho
más allá de lo que sus objetivos confesos permi-
tían imaginar, trascendiendo, con mucho, su natu-
raleza originaria de informe.
II.
Como ya hemos indicado, el interés expresado
tanto por las empresas del sector como por los
poderes públicos exigían que el estudio se centra-
ra, fundamentalmente, en las implicaciones que el
régimen sancionador de la nueva Ley tendría res-
pecto a los productos fitosanitarios. En principio,
podría parecer una restricción injustificada res-
pecto del ámbito, notablemente mayor, de la
LSV, que abarca desde la «Prevención y lucha
contra las plagas» (título II) hasta la regulación
de las «Tasas fitosanitarias» (título V). Sin em-
bargo, es lo cierto que ya la propia LSV concede
un protagonismo especial a la ordenación de los
«Medios de defensa fitosanitaria» —y dentro de
ellos a los productos fitosanitarios—, a los que se
consagra el prolijo título III, el de mayor exten-
sión, con diferencia, de toda la Ley. Por oposi-
ción, apenas se dedican cuatro artículo a las
«Disposiciones generales» del título I y a las
«Tasas fitosanitarias» del mencionado título V.
Se percibe, por tanto, en el legislador, una con-
ciencia clara de la importancia que debe conce-
derse a la regulación de los productos fitosanita-
rios, a pesar de tratarse de un tema en apariencia
marginal o doctrinalmente menor. Esta preocupa-
ción, para algunos quizá sorprendente, merece al-
guna reflexión.
En efecto, la introducción a partir de la década
de los 70 del siglo pasado de los cultivos intensi-
vos en condiciones protegidas en todo el litoral
mediterráneo de España, y en especial en la Co-
munidad de Murcia y la costa más oriental de
Andalucía, llevó aparejada la necesidad de em-
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plear masivamente herramientas químicas y bio-
lógicas, bajo forma de productos fitosanitarios,
para combatir las plagas fúngicas, bacterianas, de
insectos y de malas hierbas que se ceban en este
tipo de cultivo. Como consecuencia de esta situa-
ción se desarrollaron, paralelamente, conductas
desaprensivas que implicaban un uso indebido de
estos productos, intrínsecamente peligrosos, apro-
vechando lagunas normativas o yendo, abierta-
mente, contra las normas reguladoras del sector.
Valga de ejemplo la (preocupante) existencia de
un mercado ilegal y paralelo, dedicado a la co-
mercialización y uso de productos fitosanitarios,
del que se da noticia en el Prólogo del libro.
De este modo, se llega a la situación actual en
que «la tecnología alimentaria ha logrado una so-
breproducción de alimentos que, si bien evita el
peligro de hambrunas, incrementa a la par el ries-
go para la salud del ser humano ante nuevos pro-
ductos o procedimientos de elaboración»1. Se tra-
ta, una vez más, de una manifestación de la «so-
ciedad del riesgo», teorizada por Ulrich BECK en
1986 y difundida más tarde entre nosotros gra-
cias, muy especialmente, al profesor ESTEVE PAR-
DO2. Conforme a esta teoría, el desarrollo cientí-
fico operado en las sociedades occidentales post-
industriales les ha permitido mantenerse alejadas
de los peligros y limitaciones naturales (hambre,
enfermedades, catástrofes naturales). Pero ello se
ha logrado gracias al desarrollo de una tecnología
que, a su vez, ha sido origen de nuevos riesgos
(contaminación ambiental, productos tóxicos o
nocivos para la salud animal o humana, etc).
La utilidad (la necesidad) de estas nuevas tec-
nologías, entre las que se incluyen los productos
fitosanitarios, está, al menos de momento, fuera
de discusión. Sin embargo, y en la medida en que
suponen la generación de riesgos que hasta ahora
eran inexistentes o mínimos, la ordenación de su
fabricación, comercialización, uso y aplicación se
convierte, necesariamente, en tarea inexcusable
de los poderes públicos. Es en este marco donde
se explica, en buena medida, el origen de la LSV
y donde se entiende, quizá especialmente, el re-
conocimiento de los amplios poderes de inspec-
ción y sanción que ésta hace, en su título IV, a
favor de las Administraciones públicas, con el fin
de asegurar el cumplimiento de la normativa fito-
sanitaria.
III.
Esta situación justifica obras como la presente,
pues tan imprescindible se hace el conocimiento
de las normas reguladoras de la producción, co-
mercialización y uso de los productos fitosanita-
rios, como el del régimen sancionador previsto
como reacción frente a su incumplimiento. Con
más razón aún cuando se trata de un régimen re-
lativamente nuevo, al menos en su formulación
autónoma, y entreverado de normas de Derecho
Penal y de Derecho Administrativo sancionador.
Y así lo entiende también, con buen juicio, la
autora, empleando el Capítulo I (Sobre la conve-
niencia de un estudio acerca del régimen sancio-
nador en materia de productos fitosanitarios) en
justificar el objeto de su investigación y en expo-
ner la metodología empleada. Ésta se divide en
cuatro etapas, descendiendo desde lo más general
y abstracto hasta lo más particular y concreto: en
primer lugar parte de la exposición de las bases
del sistema punitivo español (Capítulo II), dentro
del cual, en segundo lugar, se señalan las normas
penales con incidencia en el ámbito de los pro-
ductos fitosanitarios, así como las normas admi-
nistrativas sancionadoras con la misma incidencia
pero no incluidas en la LSV (Capítulo III). En
tercer término, los Capítulos IV y V se adentran
ya, propiamente, en el análisis detenido de las in-
fracciones y sanciones en materia de productos
fitosanitarios reguladas en la LSV. Conforman,
con mucho, el grueso del libro. En último lugar,
se presentan dos cuadros, en forma de anexos,
conteniendo, uno, la lista de tipos infractores, con
las distintas graduaciones y la posible sanción
para cada caso, y, el otro, una prospección de las
acciones u omisiones —casuística— que podrían
integrar las conductas típicas de las infracciones,
indicando la graduación y la sanción que en cada
caso corresponderían.
IV.
La Dra. ARIAS APARICIO comienza, en conse-
cuencia, por exponer de forma sucinta los Con-
ceptos fundamentales y principios generales del
sistema punitivo español. Distingue, así, entre los
conceptos de ilícito penal e ilícito administrativo,
señalando los elementos que los integran (las
1 Vid., Marc TARRÉS VIVES, «Las normas técnicas en el Derecho Administrativo», Documentación Administrativa, nº
265-266, enero-agosto 2003, p. 154.
2 Vid., Ulrich BECK, Risikogesellschaft. Auf dem Weg in eine andere Moderne, Frankfurt am Main, 1986 (existe tra-
ducción al castellano: La sociedad del riesgo: hacia una nueva modernidad, Paidós, Barcelona, 2002); José ESTEVE
PARDO, Técnica, riesgo y Derecho, Ariel, Barcelona, 1999.
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consabidas acción u omisión típica, antijurídica y
culpable) y deteniéndose, con justificada morosi-
dad, en el principio de legalidad punitiva. En
efecto, la doble reserva de Ley, formal y mate-
rial, que rige en materia punitiva y que se contie-
ne en el art. 25 CE, con su necesario corolario en
la colaboración reglamentaria, resulta de especial
relevancia en el ámbito específico de los produc-
tos fitosanitarios pues esta es, sin duda, «la gran
aportación de la LSV, el establecimiento de un
régimen de infracciones y sanciones adecuado a
las exigencias de la ordenación fitosanitaria, régi-
men que no existía y que se ha venido cubriendo
con la remisión a otras disposiciones» (p. 23).
No había hasta la fecha un cuerpo normativo
único que regulase en su totalidad el sistema pu-
nitivo relativo a los productos fitosanitarios. En
su lugar sólo se encontraban un puñado de tipos
penales y una pléyade de normas sancionadoras
administrativas a las que cabía reconducir aquel.
Esta situación se mantiene, al menos en parte, a
pesar de la publicación de la LSV. Por un lado,
porque su aprobación no ha afectado, evidente-
mente, a la regulación penal. Por otra lado, por-
que esta Ley no ha venido a derogar la normati-
va administrativa anterior que se venía aplicando
en este ámbito, sino a establecer un régimen es-
pecífico. En consecuencia, unas mismas conduc-
tas resultan ser objeto de represalias previstas en
la ley penal y en la ley administrativa, siendo
abordadas, además, desde perspectivas sectoriales
distintas. Y ello pasando de puntillas, como hace
el libro, por la distinción entre normativa estatal
y autonómica.
La autora pretende establecer algo de orden en
esta caótica regulación, generada, en gran parte,
por aluvión. Para ello dibuja, en primer lugar, el
panorama de normas penales con incidencia en
materia de productos fitosanitarios. Aquí se en-
contrarían, señaladamente, los delitos relativos al
mercado y a los consumidores (arts. 278 a 286),
los delitos contra la salud pública (arts. 359 y
360), los delitos ecológicos (arts. 325, 328 o 330)
e incluso los delitos contra la seguridad colectiva
(art. 348). Ahora bien, con una cobertura tan am-
plia —y en ocasiones vaga—, el Código Penal
abarca, necesariamente, mucho de lo que podrían
ser infracciones administrativas, distinguiéndose
de éstas conforme al criterio de la gravedad de la
conducta.
Así venía ocurriendo ya, pues tanto la Ley 26/
1984, de 19 de julio, General de Defensa de Con-
sumidores y Usuarios (LGDCU), como la Ley
14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad
(LGS), se ocupaban, tradicionalmente, de sancio-
nar administrativamente las prácticas ilícitas rela-
tivas a productos fitosanitarios en materia de pro-
tección de la salud pública. Y lo mismo cabría
decir de la Ley 4/1988, de 27 de marzo, de Con-
servación de Espacios Naturales y de la Flora y
Fauna Silvestre (LCEN), y de la Ley 10/1998, de
21 de abril, de Residuos, en materia de protec-
ción del medio ambiente. A todo ello habría veni-
do ahora a sumarse la regulación sancionadora
específica contenida en la LSV.
Se llega así a uno de los puntos de mayor com-
plejidad del régimen punitivo en materia de pro-
ductos fitosanitarios: la superposición que se pro-
duce, de una parte, entre órdenes punitivos (penal
y administrativo) y, de otra, de normativas secto-
riales (sanidad vegetal y protección de la salud
pública, sanidad vegetal y defensa del medio am-
biente, etc.). Esta situación, que encuentra su ori-
gen en que los mismos bienes jurídicos sean ob-
jeto de protección desde distintos sectores del or-
denamiento, da lugar a su vez a complejas situa-
ciones concursales, cuyo análisis es diferido por
la autora a un momento posterior de la exposi-
ción.
V.
Una vez esbozado este genérico panorama san-
cionador que, en rigor, no pasa de ser una «com-
posición de lugar», la Dra. ARIAS APARICIO se
adentra en un esforzado análisis de cada uno de
los tipos infractores incluidos en la LSV y relati-
vos a productos fitosanitarios, así como a sus co-
rrespondientes sanciones. Resulta útil, sin embar-
go, hacer notar que la práctica totalidad de las in-
fracciones tipificadas en el título IV de la LSV
van referidas, de una u otra forma, a los produc-
tos fitosanitarios. En consecuencia, aunque el es-
tudio de la autora vaya referido únicamente al ré-
gimen sancionador atinente a tales productos, su
exposición resulta ser, en realidad, un estudio
casi completo y sistemático de todo el régimen
sancionador de la LSV.
Como ya se indicó, en este catálogo de infrac-
ciones reside la principal novedad de la LSV en
materia sancionadora. La situación arrastrada
hasta ahora, como denuncia la autora, suponía
una flagrante violación del principio de lega-
lidad, tanto por la ausencia de descripción
de conductas, sustituidas por la genérica remi-
sión a «las que vulneren lo dispuesto en la nor-
ma» (tipicidad), como por el rango reglamenta-
rio de las normas que contenían tales previsiones
(reserva de ley). El resultado era una indeseable
impunidad de muchas conductas cuyo reprocha-
bilidad era, sin embargo, evidente para la comu-
nidad.
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Pero esta tipificación que aporta la LSV, a pe-
sar de todo, no deja de plantear a su vez algunos
problemas. En efecto, la complejidad y densidad
que caracterizan al ordenamiento fitosanitario se
trasluce a la hora de llevar a cabo la tipificación
de las conductas que lo vulneran. Debe tenerse
en cuenta que se trata, en general, de infraccio-
nes de peligro abstracto. Esto es, no tratan de
prevenir el resultado lesivo para el bien jurídico
protegido, sino la realización de conductas idó-
neas para producirlo. En consecuencia, las in-
fracciones fitosanitarias van a consistir casi siem-
pre en el incumplimiento de normas que impo-
nen requisitos, condiciones y obligaciones referi-
dos a los medios de defensa fitosanitarios, lo que
implica la remisión del tipo infractor a las mis-
mas. La consecuencia son la necesaria amplitud
y vaguedad de los tipos, que no pueden evitar
remitirse al contenido de tales normas. La fórmu-
la de la remisión permite, entre otras ventajas,
una actualización continua del tipo normativo.
Ahora bien, a juicio de la autora hubiera sido de-
seable una predeterminación normativa mayor,
pues muchas conductas que, sin lugar a dudas,
deberían poder ser sancionadas (tenencia de pro-
ductos no autorizados o retirados del mercado,
venta a granel, etc.), no quedan claramente in-
cluidas en ninguno de los tipos legales, exigien-
do una labor de subsunción, a veces de dudosa
legalidad, mucho mayor.
No es este el único problema detectado por la
autora. La propia distinción entre infracciones le-
ves, graves y muy graves, en las que se dividen
las conductas tipificadas por la LSV, tampoco re-
sulta siempre clara. Ello se debe a que la LSV
hace depender la calificación como infracción
leve, grave o muy grave del riesgo que dicha in-
fracción suponga para el bien jurídico protegido.
Esto es, del criterio de la gravedad, que se erige
como eje del sistema. La Ley habla, en este sen-
tido, de «peligrosidad de la conducta» o de la po-
sibilidad de «perjudicar gravemente la salud hu-
mana y animal o el medio ambiente». En todos
los casos se trata, en realidad, de conceptos jurí-
dicos indeterminados para cuya integración se
apuntan la utilidad de las distintas clasificaciones
de productos fitosanitarios según su toxicidad o
según su grado de peligrosidad para el medio
ambiente o la fauna silvestre, así como los crite-
rios señalados por la LSV para la graduación de
la sanción.
Esta última posibilidad quizá podría merecer
algún reproche por nuestra parte, dada su inexac-
titud técnica. Sin embargo, es lo cierto que no
debe ser descartada, debiendo coincidir con la
autora en que el criterio de la gravedad sólo pue-
de ser integrado tomando la LSV en su conjunto.
En efecto, como la Dra. ARIAS APARICIO denun-
cia, la interpretación de este concepto jurídico in-
determinado como paso previo a la determinación
del tipo infractor que corresponda, constituye en
realidad un leit motiv en el régimen sancionador
en materia de productos fitosanitarios. Por un
lado, para distinguir entre ilícitos penales y admi-
nistrativos. Por otro, dentro de estos últimos, para
distinguir entre tipos distintos cuando la gravedad
sea parte integrante de los mismos. Finalmente, y
cuando no haya sido tenida en cuenta para la fi-
jación del tipo, como elemento de graduación de
la sanción. En todas las ocasiones se trata del
mismo criterio, y de ahí la necesidad de la ampli-
tud de miras en todo acercamiento al mismo.
VI.
Tampoco son menores los interrogantes que
plantea la determinación de la sanción correspon-
diente en cada caso. Como es habitual en el ámbi-
to administrativo sancionador, no existe una co-
rrespondencia individualizada entre ilícito y casti-
go, es decir, la LSV no prevé para cada infracción
una concreta sanción. En su lugar, se establece una
sanción básica, consistente en una multa, para la
que se prevén márgenes máximos y mínimos para
cada una de las tres categorías de infracciones (le-
ves, graves y muy graves). Junto a la sanción de
multa, pueden imponerse también distintas sancio-
nes accesorias (decomiso, cierre de establecimien-
to, cese o interrupción de actividades e inhabilita-
ción para ser beneficiario de subvenciones).
Para completar el conjunto, la LSV aporta va-
rias reglas para graduar la responsabilidad. Por un
lado, se remite al principio de proporcionalidad
(adecuación entre la gravedad del hecho constitu-
tivo de la infracción y la sanción aplicada, pero
también para adecuar la sanción a las característi-
cas del infractor), que deberá jugar, en realidad, en
el momento de la individualización de la sanción.
Por otro lado, y más específicamente, la Ley con-
sagra varios criterios de graduación: reincidencia,
intencionalidad, beneficios obtenidos, incumpli-
miento de advertencias previas, daños y perjuicios
ocasionados y alteración social. Ahora bien, y
como ya se señaló, la autora advierte con gran
acierto del riesgo de doble presencia de algunos
factores, en la descripción del tipo y en la gradua-
ción de la sanción, lo que podría suponer una vul-
neración del principio del non bis in idem.
Como especialidad, cabe destacar que la publi-
cidad de la sanción no se configura, a diferencia
de lo que ocurre en otros ámbitos sectoriales,
como sanción, sino que aparece dotada con una
función informativa, cercana al «derecho a la in-
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formación de los consumidores» consagrado en la
LGDCU.
La autora hace algunas consideraciones cierta-
mente interesantes en relación con el particular
régimen de responsabilidades previsto en la LSV.
En ella, a pesar de consagrarse el principio de
culpabilidad como elemento necesario de la in-
fracción, se establece la imputación de determina-
das responsabilidades ex lege, a imitación del art.
9 del RD 1945/1983, por el que se regulan las in-
fracciones y sanciones en materia de defensa del
consumidor y de la protección agroalimentaria,
del que trae causa.
Sin embargo, y como ya se señaló, las aprecia-
ciones más interesantes son las relativas a la con-
currencia de responsabilidades penales y adminis-
trativas dando lugar a concursos de infracciones y
de normas. A este respecto la autora plantea de
forma sencilla, pero sistemática, todas las posibi-
lidades que cabe imaginar. Por un lado, el con-
curso de infracciones, en sus versiones de con-
curso real (varios hechos constitutivos cada uno
de infracción aunque conectadas entre sí), con-
curso medial (varios hechos constitutivos cada
uno de infracción, cuando unas son medios para
cometer las otras) y concurso ideal (un solo he-
cho constitutivo de infracciones distintas), su-
puesto este último para el que la LSV prevé ex-
presamente que se sancionará por la infracción
que sea más grave.
Por el otro lado, el concurso de normas, esto
es, una misma infracción tipificada en normas
distintas. Caben aquí tres posibilidades; en primer
lugar, concurso entre normas penales, que se re-
solverá por los criterios del art. 8 CP; en segun-
do lugar, concurso entre norma penal y adminis-
trativa sancionadora, que se resolverá con la apli-
cación preferente de la norma penal, desplazando
la administrativa; en tercer lugar, concurso entre
normas administrativas, que constituirá el caso
más frecuente, a pesar de lo cual no cuenta con
una solución normativa propia. Ante esta situa-
ción, especialmente traumática en materia de pro-
ductos fitosanitarios por los motivos de solapa-
miento que indicábamos más arriba, la autora
aboga, acertadamente a nuestro juicio, por la apli-
cación del principio de especialidad del art. 8 CP
en la medida en que sea posible. Esto debería dar
lugar a la aplicación preferente de la LSV frente
a las demás leyes administrativas que pudieran
ser de aplicación (LGS, LGDCU, LCEN, etc.), a
las que desplazaría.
La autora se ocupa, finalmente, del procedi-
miento administrativo sancionador, en el que se
incluye, siguiendo un dudoso criterio, la exposi-
ción del problemático régimen de la prescripción
de las infracciones y sanciones reguladas en la
LSV.
VII.
Nada nuevo hay en los anexos que cierran este
libro que no haya sido analizado previamente en
texto, salvo el novedoso formato en que se pre-
sentan. Aquí radica su especial utilidad, al permi-
tir una identificación de los tipos que integran
determinadas conductas (y las sanciones de que
pueden ser acreedoras) de un solo vistazo, permi-
tiendo al lector dirigirse posteriormente al texto
en caso de necesitar una mayor profundización.
Con ellos finaliza el proceso de concreción
que, desde los fundamentos del sistema punitivo
español, ha recorrido todo el sistema sancionador
en materia de productos fitosanitarios hasta llegar
a lo más básico, esto es, a las posibles conductas
que podrían integrar los tipos de las infracciones
previstas en la LSV. Se intenta con esta última
herramienta, «tomando como punto de referencia
la realidad y la práctica fitosanitaria», detallar la
casuística propia del sector. Se suman a ella un
cuidado índice normativo por materias y una bre-
ve, pero selecta, bibliografía, con los que la auto-
ra colma sobradamente los objetivos de aplicabi-
lidad y practicidad de la obra.
La conclusión que se alcanza tras su atenta lec-
tura es, en suma, que el libro recensionado es
modesto en sus aspiraciones y generoso en sus
resultados; de vocación pragmática, pero de ro-
busto armazón teórico; minucioso en sus análisis
y ponderado en sus afirmaciones. Una pequeña
obra, pero una notable aportación, en definitiva,
que despierta un vivo interés en que su autora
publique más investigaciones sobre la materia.
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